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I. Sistema intra partidista e intergubernamental 
de control de la ejecución de las leyes en el híper 

presidencialismo mexicano

El esquema de control intra partidista e intergubernamental que 
desde la presidencia de la República se ejerce sobre los goberna-
dores de los estados para la implementación de las leyes federa-
les, se construyó en el siglo xx durante el período de hegemonía 
del PRI. El citado esquema de control es propio de un sistema 
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híper presidencial con partido hegemónico que, tanto por diseño 
como por práctica política, no descansa mayormente en el con-
trol parlamentario y el control jurisdiccional contemplados en la 
Constitución.1

El esquema de control del PRI se construyó como un arre-
glo intra partidista que, desde su fundación en 1929, tuvo como 
modelo las normas que producen la cohesión y disciplina intra 
partidista de los sistemas parlamentarios de gobierno europeos. 
No fue producto del azar sino de un diseño institucional deli-
berado. Su fundador, Plutarco Elías Calles, viajó personalmente 
entre agosto y octubre de 1924 a Europa en calidad de candidato 
presidencial recién elegido de México, a estudiar y consultar con 
primeros ministros y líderes de partidos políticos de Inglaterra, 
Francia y Alemania, la forma de organización y funcionamien-
to de sus instituciones partidistas y sindicales; y a los Estados 
Unidos donde solicitó opinión al embajador en México, quien le 
desaconsejó implantar en este país el sistema de partidos confe-
deral de la República norteamericana.2 La organización partidista 
vertical y la disciplina se implantaron, progresivamente, a través 
de los estatutos del PRI, así como en convenciones políticas lla-
madas “reglas no escritas del sistema” firmemente interiorizadas 
por los miembros de dicho partido. Actualmente por efecto de la 
reforma política de 1977 que constitucionalizó los partidos polí-
ticos e introdujo el método de representación proporcional, los 
incentivos políticos que le imprimen eficacia a dicho sistema de 
cohesión y control intra partidista con disciplina de voto se en-
cuentran tejidos en el artículo 41 de la Constitución, en la Ley 
General de Partidos Políticos, en la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, y en los estatutos de los partidos 
políticos si bien en estos bajo formas diversas pero equivalentes 
en sus efectos. Este es el ecosistema normativo del hiper presi-

1	 El libro seminal, clásico, que lo describe es de Jorge Carpizo, El presidencia-
lismo mexicano, México, Siglo XXI, 1978.

2	 Garrido, Luis Javier, El partido de la revolución institucionalizada (Medio siglo 
de poder político en México). La formación del nuevo Estado 1928-1945, Mé-
xico, Siglo XXI, 1984, pp. 63-102. Véase también Georgette José Valenzue-
la, “El viaje de Plutarco Elías Calles como presidente electo por Europa y 
Estados Unidos”, Revista Mexicana de Sociología, núm. 3, 1995, pp. 193-210.
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dencialismo mexicano. Mediante el efecto combinado de estas 
tres últimas normas infra constitucionales se genera la potestad 
metaconstitucional del presidente de la República de decidir la 
lista de candidatos de su partido político a las cámaras federales 
que se registrará ante el Instituto Nacional Electoral; a determi-
nar cuáles de sus integrantes serán los coordinadores de grupo 
parlamentario del partido en el gobierno; qué diputados y sena-
dores serán nombrados para encabezar los órganos de gobier-
no de las cámaras y las comisiones; y quienes serán registrados 
como candidatos a los gobiernos de los estados. Dicho sistema de 
control intra partidista ha probado ser eficaz para el proceso de 
asunción territorial vertical de las decisiones públicas concen-
trado en el presidente de la República, que se sobrepone como 
potestad metaconstitucional sobre la organización federal y la 
autonomía política de los estados.3 Es así que la decisión del pre-
sidente(a) sobre una política pública se traduce eficazmente en 
leyes y presupuestos en el ámbito federal y de los estados, sin 
oposición de los gobernadores y legislaturas locales.

En el régimen de gobierno descrito del siglo xx la Constitu-
ción se entendía como un estatuto de carácter orgánico de los 
poderes de la Unión, y programático de las conquistas sociales 
de la Revolución. No se consideraba y aplicaba como una norma 
suprema con garantía judicial situada por encima del presidente 
y del Congreso de la Unión,4 como se llegó a considerar del año 
1995 al 2018,5 hasta que el presidente de la República Andrés 
Manuel López Obrador cuestionó la legitimidad de la Corte como 
órgano de decisión política capaz de anular las iniciativas legis-
lativas del presidente y del Congreso de la Unión. En el esque-
ma del siglo xx el control constitucional del Poder Judicial de la 
Federación por vía del amparo se configuraba legislativamente 

3	 Carpizo, op. cit.
4	 Véase la exposición doctrinal de quien fuera profesor de Derecho de la 

UNAM, y ex presidente de México, Miguel De la Madrid Hurtado, El ejerci-
cio de las facultades presidenciales, IIJ-UNAM-Porrúa (coed.), 1998.

5	 Zaldívar Lelo de la Rea, Arturo, “Control del poder, Suprema Corte y Jui-
cio de Amparo en México”, en Peter Häberle y Domingo García Belaunde 
(coords.), El Control del poder. Homenaje a Diego Valadés (t. I), México, IIJ-
UNAM, 2011, pp. 375-385.
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sin afectar el poder de decisión y ejecución del presidente de la 
República. En el siglo xxi con la reforma al poder judicial im-
pulsada por Morena con amplio apoyo popular, es probable que 
se tengan los mismos efectos sobre los controles del poder que 
se configuraron en el siglo xx, si bien la justificación de teoría 
constitucional se hace reposar en consideraciones de legitimidad 
democrática directa para la toma de las decisiones políticas. 

Un segundo control del sistema híper presidencial mexicano 
aún en vigor construido por el PRI, se concibió mediante el de-
sarrollo del derecho administrativo,6 para funcionar horizontal 
(gabinete federal) y verticalmente (sobre gobernadores) a través 
de las administraciones públicas. El control intergubernamental 
se ejerce por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y por la 
Secretaría de la Función Pública del Poder Ejecutivo federal, las 
cuales tienen competencias legales expresas de control7 sobre el 
ejercicio del gasto federalizado por los estados para el cumpli-
miento del Plan Nacional de Desarrollo.8 Este esquema de con-
trol intra partidista e intergubernamental del centro sobre la pe-
riferia del híper presidencialismo mexicano, tiene como tercera 
instancia del presidente a la Secretaría de Gobernación. Median-
te dicha dependencia el presidente ejerce potestades constitu-
cionales, meta constitucionales stricto sensu y para constitucio-
nales sobre los gobernadores de los estados. Es a través de estas 
tres secretarías que se le ha exigido responsabilidad política a los 
gobernadores de los estados por la ejecución eficaz de las leyes 
federales, quienes a su vez reproducen el esquema de control de 
derecho administrativo sobre las autoridades municipales. 

Es importante hacer notar que el sistema de control de dere-
cho administrativo descrito lo fraguó el PRI en un contexto jurí-

6	 García de Enterría, Eduardo y Tomás Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, 8ª. ed., (vol. I,.), Madrid, Civitas, 1997, p. 24.

7	 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, artículos 9, 31 y 37; 
Ley de Planeación, artículo 9; Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, 45, 78 y 111; Reglamento Interior de la SHCP, artículo 4; 
Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, artículo 6.

8	 Lineamientos Generales para la Evaluación de los Programas Federales de 
la Administración Pública Federal, Diario Oficial de la Federación, 30 de 
marzo de 2007.
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dico internacional sobre medio ambiente muy distinto al actual. 
Y por esta razón la caja de herramientas del derecho administra-
tivo vigente no es suficiente para que desde la presidencia de la 
República (período 2024-2030) se pueda garantizar en su fase 
descendente la procuración de los bienes públicos globales por 
estados y municipios9  para el tratamiento y contención del cam-
bio climático.10 Como es sabido en el presente siglo han prolife-
rado los tratados y políticas públicas internacionales concernidas 
con el equilibrio ecológico y la protección del agua de los ríos, 
entre otras las que contempla el T-MEC y los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible de la ONU.  Tales obligaciones y compromisos 
internacionales asumidos por los Estados Unidos Mexicanos se 
trasladan al interior de la República federal mexicana, por dispo-
sición de la Constitución, a través del tipo de ley federal denomi-
nado “ley general”. Y el hecho es que el esquema de control de 
derecho administrativo arriba descrito para la eficaz ejecución 
de las leyes federales, no se concibió el siglo pasado consideran-
do las “ley general” como legislación multinivel compuesta por 
tres segmentos normativos (federal-estatal-municipal) sino solo 
como mecanismo de ejecución de leyes federales ordinarias. 

En este contexto ¿cómo puede la presidenta de México (2024-
2030) asegurar la ejecución eficaz de las leyes generales en los es-
tados gobernados por su partido y por los partidos de oposición, 
y en todos los municipios del país? ¿cómo inhibir la omisión de 
los segmentos normativos municipales o la negligencia inexcu-
sable en la implementación descendente de las políticas públicas 
internacionales sobre medio ambiente, agua, u otras? Para con-
testar estas preguntas es necesario identificar ciertas caracterís-
ticas de las leyes generales.

La ley general es un tipo específico de ley del sistema de nor-
mas de la República federal mexicana concebido como técnica 

9	 El problema no es privativo de México. Véase Aaron Deslatte, Michael 
D. Siciliano y Rachel M. Krause, “Local government managers are at the 
frontline of climate change: Are they ready?”, Public Administration Review, 
2023, pp. 1506-1511.

10	 Kaul, Inge, “Global public goods”, en Kenneth A. Reinert, Ramkishen S. 
Raian, Amy Jocelyn Glass y Lewis S. Davis (eds.), The Princeton Encyclope-
dia of the World Economy, Princeton, Princeton University Press, 2009, pp. 
550-555.
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para promover homogeneidad en el tratamiento legislativo mul-
tinivel de una materia concurrente y en su implementación admi-
nistrativa, al tiempo que se preserva el principio constitucional 
de autonomía de los estados como nota esencial del federalismo. 
La ley general permite un margen de apreciación local tanto en el 
segmento legislativo de los estados como en su implementación 
por los poderes ejecutivos locales.

La ley general es una legislación compuesta. Se integra de for-
ma articulada por una ley federal que se denomina “general” y 
por treinta y dos leyes estatales. 

Las leyes estatales complementarias de una ley general re-
quieren ser ejecutadas por las administraciones públicas de los 
poderes ejecutivos de los estados, y algunas de ellas también por 
las administraciones públicas de los municipios. Para ello resulta 
obligado emitir textos normativos estructurados que reciben el 
nombre de “reglamentos”, que redactan y aprueban los poderes 
ejecutivos estatales. Ello significa que el régimen legal multinivel 
se compone de una ley general, 32 leyes estatales, y 33 regla-
mentos ejecutivos para implementar las leyes “multinivel”. Pero 
además el segmento compositivo de las leyes estatales según la 
materia, requiere para ser ejecutados de cuerpos estructurados 
de normas que emiten los ayuntamientos de los municipios lla-
mados genéricamente por la jurisprudencia como “normas gene-
rales”. Esto significa que, por ejemplo, en el caso de la Ley General 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarro-
llo Urbano —de conformidad con lo que indica el artículo 115 
CPEUM fracción V incisos “a” y “d”—, deben haber 2478 cuerpos 
normativos pues ese es el número de municipios del país, más 
otros 16 de las alcaldías de la Ciudad de México. 

La ley general multinivel establece la obligación de los esta-
dos de emitir sus respectivas leyes estatales y municipales com-
plementarias. La omisión de esta obligación puede ser remediada 
por control constitucional jurisdiccional federal11 o estatal. Pero 
en cambio la ley general no puede contemplar los instrumentos 
para garantizar la debida implementación de los segmentos esta-
tales y municipales. Estos necesariamente tienen que ser de de-
recho constitucional estatal.

11	 Art. 105, CPEUM.
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La ley general mexicana en la doctrina comparada se le de-
nomina “ley multinivel”, porque identifica y describe un régimen 
legal para una política pública específica compuesto por ámbitos 
territoriales de la ley, el cual parte de una escala territorial ma-
yor (internacional) hacia escalas territoriales menores, en nues-
tro caso la escala federal de todo el territorio de la República, a 
escalas territoriales menores que son los estados y municipios. 
El concepto multinivel no implica relaciones de jerarquía entre el 
ámbito territorial mayor y el ámbito territorial menor, y por eso 
su uso como concepto académico es apropiado para México.12 

Como ya se apuntó líneas arriba, se sostiene en este trabajo 
de investigación que en la República federal mexicana los bienes 
públicos globales dependen de la implementación eficaz de las 
leyes generales a cargo de los gobiernos subnacionales y muni-
cipales. Y de manera muy especial dependen de los municipios 
aquellos relacionados con el cambio climático, tales como la pro-
tección del agua superficial de los ríos y lagunas por organismos 
de cuencas hidrológicas divididas territorialmente que operan in 
situ, y la provisión de los servicios públicos de agua potable, dre-
naje y tratamiento de aguas residuales, que por su naturaleza son 
altamente descentralizados.13 A esta conclusión se llegó mediante 
un análisis empírico realizado de la periferia al centro (Palenque, 
Chiapas, México) del régimen multinivel sobre el medio ambien-
te y el agua, al verificar la aplicación estatal y municipal de las 
siguientes leyes generales: Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección del Medio Ambiente, Ley Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, y Ley 
General de Cambio Climático. La norma reglamentaria municipal 
es el último elemento compositivo de tales leyes generales-es-
tatales. Pero otras leyes federales, que no son generales, depen-
den también de que los municipios desempeñen sus obligaciones 

12	 Wälti, Sonja, “Multi-level environmental governance”, en Henrik Ender-
lein, Sonja Wälti y Michael Zürn (ed.) Handbook on Multi-level Governance, 
Cheltenham UK, Edward Elgar, 2010, pp. 411-421.

13	 Hughes, Sara, y Megan Mullin, “Local Water Politics”, en The Oxford Hand-
book of Water Politics and Policy, New York, Oxford University Press, 2018, 
pp. 284-290.
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constitucionales. Entre ellas se pueden citar la Ley del Mar y la 
Ley de Vertimientos en las Zonas Marinas Mexicanas con respec-
to a los territorios insulares, como la isla de Cozumel, de jurisdic-
ción estatal de Quintana Roo.  

II. Técnicas de derecho comparado para hacer cumplir 
las leyes generales por estados y municipios 

 en el marco de la Constitución Federal

El profesor norteamericano Guy Peters señala: 

Reconciliar la permanencia y expertise de la burocracia con el con-
trol político es un problema persistente de todo sistema político. 
Este problema de exigencia de responsabilidad política es más agu-
do en regímenes democráticos, donde el conflicto potencial entre 
democracia y burocracia se mantiene como un reto continuo y aca-
so aún mayor en los actuales sistemas democráticos. Pero incluso 
en regímenes autoritarios el conflicto potencial entre lo político 
y lo administrativo es también una cuestión de gran importancia. 
Cualquier líder político desea que los demás integrantes del sistema 
cumplan con sus políticas públicas y que la implementación de di-
chas políticas públicas se haga de conformidad con lo aprobado por 
la Legislatura o el Ejecutivo.14 

La observación empírica de Peters sirve de contexto para los 
argumentos que se exponen en el presente apartado para el caso 
de México sobre la eficacia de las leyes generales en tanto son 
mandatos que ha aprobado el Congreso de la Unión frecuente-
mente a iniciativa del Poder Ejecutivo. 

Por la contundente victoria electoral alcanzada por Morena 
en las elecciones generales del 2 de junio de 2024, Claudia Shein-
baum Pardo tiene en sus manos inclusive el poder metaconstitu-
cional de cambiar la Constitución de México y las constituciones 
de los estados, así como sus respectivas leyes reglamentarias para 
hacer cumplir las leyes generales ¿cómo lo hará? Esta es la cues-

14	 Peters, Guy B., “Accountability in Public Administration”, en Mark Bovens, 
Robert E. Goodin y Thomas Schillemans, The Oxford Handbook of Public 
Accountability, Nueva York, Oxford University Press, 2016, p. 211. 
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tión. Hace más de doscientos años, Napoleón Bonaparte, en su 
calidad de Primer Cónsul de Francia, para ejecutar las leyes del 
Estado en todo el territorio de la República, se sintió en la nece-
sidad de resolver las siguientes cuestiones de gobierno, que son 
parecidas a la que hoy tiene ante sí Sheinbaum Pardo: ¿cómo ase-
gurar que las autoridades municipales ejecuten las leyes emiti-
das desde la capital de la República?¿cómo vigilar desde el centro 
político del país la correcta ejecución de las leyes encomendada 
a miles de funcionarios municipales dispersos por todo el territo-
rio nacional? ¿cómo hacer rectificar a los funcionarios municipa-
les por el ejercicio indebido del poder público en caso de omisión 
o desviación de poder?

Napoleón Bonaparte resolvió tales cuestiones mediante i) la 
construcción de un sistema de supervisión vertical en sede ad-
ministrativa, a través de distritos territoriales y “prefectos” en 
un Estado centralizado. ii) La confección legal del “procedimien-
to administrativo” desde Paris, como una norma de protocolo de 
la acción administrativa al que obligatoriamente se debían ceñir 
las autoridades municipales de todo el país. Y iii) el esquema de 
garantías contenciosas proveídas a los vecinos de la municipali-
dad por el Consejo de Estado,15 institución que dentro del Poder 
Ejecutivo francés evolucionaría hasta fungir como un tribunal 
contencioso administrativo.16 Mediante el procedimiento con-
tencioso administrativo serían los propios particulares afectados 
de los pueblos y ciudades de Francia quienes impugnarían actos 
administrativos municipales ilegales, de suerte que los vecinos 
se constituirían como vigilantes in situ de la correcta aplicación 
de las leyes dictadas desde Paris, sin importar cuan alejados es-
tuviesen geográficamente los funcionarios municipales de la 
capital de la República. Dicho en otras palabras, Napoleón Bo-
naparte introdujo el incentivo en el procedimiento contencioso 
administrativo para tener a millones de vecinos de todas las mu-
nicipalidades del país como censores del jefe del Poder Ejecutivo 

15	 Coban, Alfred, “The Napoleonic System of Administration in France”, Mo-
dern Law Review, vol. 9, 1946, pp. 54-56.

16	 García de Enterría, Eduardo, “La formación y el desarrollo en Europa de 
la jurisdicción contencioso-administrativa”, en Peter Häberle y Domingo 
García Belaunde (coords.), op. cit., pp. 515-525.
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central sobre los actos ejecutados por los funcionarios munici-
pales de Francia.

El modelo napoleónico de Estado centralizado que en Mé-
xico inspiró la forma de organización administrativa y ejercicio 
vertical del poder ejecutivo del presidente Porfirio Díaz Mori, se 
sobrepuso de facto sobre la organización federal, sin que Díaz 
impulsara la abrogación formal del autogobierno de los estados 
de la venerada Constitución federal de 1857. Por razones his-
tóricas resueltas por la Revolución Mexicana de 1910-1917 que 
reivindicó la institución municipal, además de consideraciones 
constitucionales del orden federal, esta solución se descarta ab-
solutamente en el presente para México. Sin embargo, las medi-
das de ingeniería política B y C concebidas por Napoleón Bona-
parte, son aconsejables para resolver el problema de la eficacia 
de las leyes generales multinivel en el México del siglo XXI enco-
mendadas a las autoridades municipales y administrativas de los 
estados. Y ello sin fracturar la organización política federal. Al 
respecto cabe hacer la importante observación que el modelo de 
derecho administrativo B y C de Napoleón Bonaparte fue adapta-
do y pervive en otros países que al día de hoy son democracias fe-
derales, con estados de derecho consolidados, como Alemania,17 
Suiza18 y España,19 entre otros. Las medidas ii) y iii) de derecho 
administrativo son adaptables en México en perfecta armonía 
con la Constitución federal y las constituciones de los estados 
que componen el orden constitucional de la República federal.    

En este orden de ideas, teniendo presente el derecho compa-
rado, se propone que:

Primero. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
vigente se transforme en ley general para configurar un proce-

17	 Heintzen, Markus, “Codification of Administrative Law in Germany and 
the European Union”, en Felix Uhlmann (ed.), Codification of Administrati-
ve Law: A Comparative Study on the Sources of Administrative Law, Oxford, 
Hart Publishing, 2023, pp. 271 y ss. 

18	 Uhlmann, Felix, “Codification of Administrative Law in Switzerland”, en 
Felix Uhlmann (ed.), op. cit., pp. 271 y ss. 

19	 García de Enterría, Eduardo, y Tomás Ramón Fernández, op. cit., pp. 394-
398.
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dimiento administrativo multinivel que contemple a estados y 
municipios. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
solo obliga a la administración pública federal. La ley general es 
de cumplimiento obligatorio por los estados, de tal manera que 
las legislaturas locales estarían obligadas a legislar incorporando 
los elementos esenciales del procedimiento administrativo apro-
bados por el Congreso de la Unión para la emisión y ejecución 
legal de actos administrativos estatales y municipales, incluyen-
do los reglamentos municipales bajo cualquier nombre que estos 
tomen. 

Un procedimiento administrativo multinivel homogéneo es 
aconsejable también para la ejecución por convenio de tareas fe-
derales por las administraciones públicas de los estados, en tér-
minos del artículo 116 fracción VII CPEUM, y por las administra-
ciones públicas de los municipios con respecto a tareas estatales. 
Y más aún si se considera que no existe un servicio profesional 
de carrera de las administraciones públicas en las treinta y dos 
entidades federativas mexicanas, lo cual afecta la calidad de la 
ejecución. En buena medida este problema burocrático puede ser 
superado erigiendo un procedimiento administrativo común que 
funcione como protocolo de actuación administrativa.  En adi-
ción a ello es de advertir que los funcionarios de las administra-
ciones públicas estatales y municipales se encuentran sujetos a 
la Ley General de Responsabilidad Administrativa emitida por el 
Congreso de la Unión que contempla sanciones por faltas graves, 
entre otras la pérdida del empleo, por actos que no cumplen con 
los elementos esenciales de un acto administrativo. 

Segundo. Las leyes de los poderes legislativos de los esta-
dos deben incorporar un “control parlamentario abstracto de 
legalidad administrativa” sobre los reglamentos que emiten —u 
omiten— las autoridades ejecutivas estatales y municipales para 
hacer cumplir las leyes generales en el ámbito subnacional. El 
procedimiento y potestad parlamentaria que aquí se propone se 
inspira en el sistema presidencial federal norteamericano. En el 
artículo 801 la ley Congressional Review Act of Agency Rulema-
king (Ley de Revisión Congresual de Reglamentos Administra-
tivos) ordena que los reglamentos administrativos a cargo de los 
secretarios del presidente deben ser remitidos al Congreso con al 

457 | 

Sistemas híper presidenciales de los estados mexicanos…



menos 60 días naturales de su entrada en vigor, para que el Poder 
Legislativo verifique por conducto de las comisiones competen-
tes su conformidad con la letra de la ley e intención del legisla-
dor.20 Bajo fórmulas distintas, pero con el mismo efecto prácti-
co, la potestad de control parlamentario previo estadounidense, 
también se reconoce en el sistema semipresidencial francés y en 
los sistemas de gobierno parlamentarios que han incorporado la 
institución napoleónica del Consejo de Estado como instancia de 
consultoría del jefe de gobierno.

De adaptarse en los estados de la República mexicana la po-
testad de “control parlamentario abstracto de legalidad adminis-
trativa” sobre los reglamentos que emiten u omiten los ayunta-
mientos y titulares de las unidades administrativas municipales, 
este se constituiría como una técnica constitucional —sostene-
mos aquí— conforme y eficaz para hacer cumplir lo dispuesto 
por el artículo 115 fracción V de la Constitución, que literalmen-
te indica: 

Los Municipios, en los términos de las leyes federales y estatales rela-
tivas, estarán facultados para: a) Formular y administrar la zonifi-
cación y planes de desarrollo urbano municipal [...]. (d) Autorizar, 
controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su com-
petencia, en sus jurisdicciones territoriales  [...]. (g) participar en 
la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en 
la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento de esta 
materia [...]. (i) Celebrar convenios para la administración y custo-
dia de las zonas federales [...]. En lo conducente y de conformidad a 
los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Consti-
tución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas 
que fueren necesarios.      

El “control parlamentario abstracto de legalidad administra-
tiva” municipal complementaría el tipo de control interguber-
namental de derecho administrativo actualmente en vigor con-
templado en las leyes orgánicas de la administración pública de 
todos los estados. Este opera a través de las relaciones entre el 
secretario de gobierno y los presidentes y regidores municipales. 
El control parlamentario sería sistemático y preventivo en lugar 

20	 US Code, Congressional Review Act of Agency Rulemaking.  
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de ser incidental y ex post, como actualmente es, frecuentemen-
te provocado por una crisis municipal que lo detona. Además, 
la relación entre el secretario de gobierno y las autoridades mu-
nicipales no implica actualmente una poder vinculante del se-
cretario sino únicamente de persuasión; Fue concebido así por 
las circunstancias de partido hegemónico del siglo XX, cuya efi-
cacia se garantizaba el siglo pasado mediante potestades meta y 
para constitucionales. Por contraste el control parlamentario sí 
puede tener, como en Estados Unidos, un efecto constitucional 
vinculante. Por último, es de considerar que el propuesto es un 
control constitucionalmente válido que opera con igual eficacia 
para hacer cumplir las leyes generales en el marco de un estado 
o municipio gobernado por el partido político hegemónico, que 
en un estado o municipio con gobierno estatal de un partido de 
oposición unicolor o de coalición.  

El control parlamentario se complementaría con el control 
judicial de constitucionalidad y legalidad administrativa estata-
les, que a continuación se proponen, para garantizar la eficacia 
de las leyes generales en su proceso de trasposición legislativa e 
implementación subnacionales.   

Tercero. El control constitucional judicial local se debe con-
solidar en aquellos estados que ya lo han incorporado21 y desarro-
llar en aquellos otros que no lo han construido, como instrumen-
tos para hacer cumplir las leyes generales multinivel en el orden 
subnacional. Este sería su objetivo. El punto es de suma impor-
tancia en tanto que la garantía judicial del segmento legislativo esta-
tal de la ley general, así como del segmento normativo municipal, por 
efecto de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 41 CPEUM y 
de la cláusula residual del artículo 124, es en principio competencia 
del poder judicial de cada estado. Pero no todos los estados han es-
tablecido en sus constituciones el control constitucional estatal. 
Y es a través de este que se puede llegar a impugnar sistemática-
mente y con rapidez la omisión reglamentaria de un ayuntamien-
to, o su inaplicación, de la cual depende el cumplimiento fáctico 
de una ley general; o bien impugnar la desviación de aplicación 

21	 El control constitucional de los estados y de la Ciudad de México quedó 
firmemente establecido mediante la sentencia recaída a la acción de in-
constitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas. 
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de la norma municipal con respecto a los criterios establecidos 
en la ley estatal de la materia y/o la Constitución local. El cum-
plimiento de las siguientes leyes generales, en partes esenciales, 
depende de la acción de las autoridades estatales y municipales: 
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección del Medio Ambiente, y Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos. 

Si bien es cierto que la omisión de un ayuntamiento o de una 
autoridad estatal que infringe una ley general puede ser impug-
nada ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación con funda-
mento en el artículo 105 CPEUM, también lo es que en los hechos 
este procedimiento tarda aproximadamente cuatro años en des-
ahogarse por la sobre carga de trabajo de la Corte; y un problema 
similar adolece el control de actos ilegales por vía del amparo 
federal del artículo 103 ante jueces y magistrados del Poder Ju-
dicial de la Federación. Por consiguiente, el tiempo para resolver 
un juicio es una razón añadida que aconseja construir la justicia 
constitucional estatal.  

El control constitucional estatal debe complementarse mediante 
la introducción de diversos instrumentos procesales locales, donde 
se reconozca legitimación procesal a las autoridades ejecutivas fede-
rales para hacer cumplir la ley general en juicios de jurisdicción lo-
cal. De esta manera SEDATU podría actuar, en sede judicial local, 
contra el incumplimiento por un municipio o por autoridades del 
estado de la Ley General de Asentamientos Humanos, Desarro-
llo Urbano y Ordenación Territorial; SEMARNAT por incumpli-
miento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
del Medio Ambiente; CONAGUA por incumplimientos de nor-
mas estatales concernientes con las aguas interiores de jurisdic-
ción estatal que implican transgresiones a la Ley de Aguas Nacio-
nales22; la Secretaría de Marina por incumplimiento de normas 
estatales y municipales de territorios insulares de jurisdicción 

22	 Al tiempo que se escribe este trabajo se encuentra activo el procedimien-
to legislativo para modificar el régimen legal de las aguas en México, que 
dejará de ser una materia de tratamiento coexistente alternativo, por uno 
concurrente a través de una ley general de aguas que intenta abrogar la 
actual Ley de Aguas Nacionales. 
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estatal —como el municipio de Cozumel en Quintana Roo— que 
contribuyen a la contaminación del mar. También debe abrirse 
desde luego los instrumentos procesales a las propias autoridades 
estatales contra actos u omisiones de los municipios, y viceversa; 
y a las personas para reivindicar derechos constitucionales por 
interés legítimo que residen en el lugar.23  

El control de constitucionalidad estatal aquí propuesto, enten-
dido como un control jurisdiccional de la legislación multinivel, no 
es incompatible, sino que racionaliza la posición del partido polí-
tico Morena sobre el control de constitucionalidad. Este sostiene 
que son los poderes ejecutivo y legislativo federales los que osten-
tan la legitimación democrática para definir las políticas públicas 
nacionales, que son decisiones políticas que no deben ser obstrui-
das por el Poder Judicial de la Federación. En este contexto la jus-
ticia constitucional local puede convertirse en la garantía descen-
tralizada de tal postura política en materia medio ambiental y del 
agua, tal y como sucede en el federalismo suizo y norteamericano. 
En Suiza las autoridades ejecutivas federales pueden impugnar, en 
sede judicial local, normas y actos de ejecución medioambientales 
y de urbanismo de las autoridades subnacionales que transgreden 
las leyes federales de la materia.24 Y si bien bajo reglas procesales 
distintas, en los Estados Unidos de América también los tribuna-
les estatales coadyuvan al cumplimiento de las disposiciones na-
cionales en materia de medio ambiente de forma independiente 
pero complementaria con los tribunales federales.25  

23	 Henkin, Louis, “Federalism, Decentralization and Human Rights”, en Tho-
mas Fleiner-Gerster y Silvan Hutter (ed.), Federalism and Decentralization. 
Constitutional Problems of Territorial Decentralization in Federal and Centra-
lized States, Nueva York, Routledge, 2018,  pp. 391 y ss. 

24	 Uhlmann, Felix y Patricia Popelier, “Multilevel law making, form, arran-
gement and design in theory and practice”, en Patricia Popelier, William 
Robinson, Joao Tiago Silveira, y Felix Uhlmann (ed.), Law Making in Mul-
ti-level Settings: Legislative challenges in federal systems and the European 
Union, Baden-Baden, Nomos, 2019, pp. 17-41. 

25	 Holland, Kenneth, “The Role of the Courts in the Making and Adminis-
tration of Environmental Policy in the United Sates”, en Kenneth Holland, 
F.L. Morton, y Brian Galligan (ed.), Federalism and the Environment. Envi-
ronmental Policymaking in Australia, Canada and the United States, Wetport 
Conn., Greenwood Press, 1996, pp.  159-181.
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Cuarto. La ley estatal y normas municipales complementarias 
sobre la materia concreta concurrente, condicionadas por la ley 
general, requieren de tribunales y procedimientos estatales de 
justicia administrativa especializada, que garanticen el principio 
de legalidad en la aplicación de las normas estatales y municipa-
les. De dicha garantía judicial estatal depende, en último término, 
la efectividad de los mandatos de la ley general de la materia con-
currente de medio ambiente. La propuesta es crear por disposi-
ción de las constituciones estatales y sus leyes reglamentarias, 
los “tribunales en medio ambiente, urbanismo y agua”, siguiendo 
para su trazos e instrumentos procesales las sugerencias del pro-
grama sobre medio ambiente de la Organización de las Naciones 
Unidas.26 

Quinto. Organización de gobiernos de gabinete y de coalición 
en los estados para el cumplimiento eficaz de las leyes generales, 
las cuales son transversales y se solapan entre sí. Ello para (A) 
mejorar la toma de decisiones públicas locales concernidas con 
las leyes generales mediante su colegiación: definición del plan 
estatal de desarrollo, programa de gobierno, presupuesto, leyes 
y reglamentos. (B) La coordinación horizontal entre los secreta-
rios del gabinete en el proceso de implementación de las políticas 
públicas y de su control y retroalimentación. Y (C) el control 
parlamentario en tiempo real con garantía política de ejercicio 
para los partidos coaligados, y con garantía judicial local para las 
oposiciones parlamentarias minoritarias.27 

Sexto. La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria debe: (A) establecer, como obligación del Congreso de 
la Unión, solicitar el cálculo aproximado de un presupuesto a 
cada estado de la federación cuando se presente una iniciativa 
de ley general, sobre el monto de su aplicación subnacional. (B) 
La Ley debe prohibir a la Cámara de Diputados establecer obliga-
ciones de hacer para los estados y municipios en una ley general, 

26	 United Nations Environmental Programme, Environmental Courts and Tri-
bunals: A Guide for Policy Makers, Nairobi, UN, 2022, pp. 6-8.

27	 Valadés, Diego, El gobierno de gabinete y los gobiernos de coalición, 3ª. ed., 
México, IIJ-UNAM, 2023, pp. 29 y ss. También Diego Valadés, en coautoría 
con Daniel Barceló Rojas, Estudio del sistema presidencial mexicano que con-
tiene anteproyecto de ley del gobierno de coalición, México, IIJ-UNAM, 2016.
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sin el correspondiente presupuesto federal transferido para ello. 
Esta prohibición existe en el federalismo norteamericano.28 Y 
(C) los presupuestos de egresos de los estados y municipios, por 
disposición de cada constitución estatal, deben tener carácter de 
“ley” formal de la legislatura, no por “decreto”. Ello para evitar la 
frecuente reforma unilateral de los mismos por el titular del Po-
der Ejecutivo estatal y/o los presidentes municipales durante el 
ejercicio fiscal, que determinan sin control parlamentario previo. 
De esta manera el presupuesto estatal para hacer cumplir una ley 
general tendría garantía judicial local de constitucionalidad, de la 
que ahora carece

28	 United Sates Code, Unfunded Mandate Act. 
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